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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1273/2017-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS SUBDIRECCIÓN DE CONTROL DE PADRONES Y VIGILANCIA DE OBLIGACIONES FISCALES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS ISERTP Y CODEMANDADA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO 

San Luis Potosí, S.L.P., a quince de octubre de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1273/2017-3, promovido por ********** contra actos de la Dirección General de Ingresos Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de Obligaciones Fiscales de la Dirección General de Ingresos ISERTP  y Hospedaje, y de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de cinco de marzo de dos mil dieciocho, previo requerimiento formulado por auto de veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** mediante el cual demanda a la Dirección General de Ingresos Subdirección de Control de Padrones y Vigilancia de Obligaciones Fiscales de la Dirección General de Ingresos ISERTP  y Hospedaje, y a la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “La ejecución de la resolución contenida en el crédito fiscal número **********”; del cual señaló haber tenido conocimiento el cinco de junio de dos mil diecisiete, en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, se tuvo por contestando a la autoridad demandada, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación y se le concedió el término de diez días para que ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que la autoridad demandada exhibió diversas constancias que la parte actora manifestó bajo protesta de decir verdad, desconocía; en el mismo auto se tuvieron por admitidas las pruebas de las autoridades demandadas. Con proveído de fecha cinco de julio de dos mil dieciocho se tuvo a la parte actora por ampliando su escrito de demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término de diez días lo que a su interés conviniera; el veinte de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación, se le concedió el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera, se tuvieron por admitidas las pruebas de la parte actora y se fijó fecha y hora para la audiencia de ley, la cual tuvo verificativo el cinco de septiembre de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, contestación, aplicación y contestación a la ampliación e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes; en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver. 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto es, acorde con las disposiciones aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente al momento de iniciado el procedimiento jurisdiccional, hasta su conclusión definitiva.
Con base en lo anterior, esta Sala es competente para conocer y resolver de la presente controversia, de conformidad con el artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y numerales 1º, 2º, 3º, fracción I, 4º, 18 fracción I y 19 fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; toda vez que se trata de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y autoridades del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico, en razón de que el oficio que contiene la determinación del crédito fiscal ********** de fecha 28 de febrero de 2017, que constituye el acto reclamado, se encuentra dirigido a su persona, documento visible en fojas 30 a 36 de este expediente.

En cuanto a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal conforme a lo establecido por el numeral 35 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en razón de que en su representación compareció el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, documental visible a fojas 28 de este expediente.

Los documentos exhibidos por las partes, adquieren pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado y precepto 388 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, aplicado supletoriamente conforme al numeral 32 de la Ley de la materia.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la resolución que contiene el Crédito Fiscal ********** emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, por la cantidad total de ********** (********** PESOS 00/100 M.N.), visible en fojas de 30 a 36 de este sumario. 
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de nulidad que hace valer el actor, es deber de esta Sala Unitaria, analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. Habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página: 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa. 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia”
En esa tesitura, se advierte que las demandadas en su escrito de contestación señalan que el presente juicio es improcedente y se debe sobreseer, en razón de que la resolución impugnada es un acto consentido, al no haberse presentado la demanda de nulidad dentro del término de 30 días que para tal efecto establece la ley.
Refieren que en el presente asunto, la resolución determinante del crédito fiscal ********** que constituye el acto impugnado, fue notificada legalmente al contribuyente el día 30 de marzo de 2017, previo citatorio del día 29 del mismo mes y año; por lo que el plazo de 30 días para interponer la demanda inició el 3 de abril de 2017 y concluyó el 22 de mayo del mismo año, y al haberse presentado hasta el día 30 de junio de 2017, se encuentra fuera del término legal y constituye un acto consentido.
A ese respecto, la parte actora en su escrito de ampliación de demanda impugnó la notificación de fecha 30 de marzo de 2017, al considerar que fue realizada en violación a lo dispuesto en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en relación con las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, señalando lo siguiente: 
1.- Que la notificación fue realizada en un domicilio distinto a su domicilio fiscal, ya que previo a la fecha de la notificación del crédito impugnado, había realizado ante el Servicio de Administración Tributaria el cambio de su domicilio, que el 01 de febrero de 2009 realizó su último cambio de estado, ante el SAT, y que en esa fecha ya había cambiado su domicilio. 
2.- Que no se realizó el procedimiento de notificación conforme a lo dispuesto en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues no se siguieron todos y cada uno de pasos contenidos en estos numerales para que la notificación del acto administrativo se tuviera como correcta y legalmente hecha.
Respecto a que la notificación del 30 de marzo de 2017 fue realizada en un domicilio distinto a su domicilio fiscal, pues en esa fecha ya había cambiado su domicilio ante el Servicio de Administración Tributaria, y que por ello al realizar a notificación no se cumplió con lo dispuesto en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado; se advierte que no le asiste la razón al demandante, pues refiere que el cambio de domicilio Fiscal lo realizó ante el Servicio de Administración Tributaria, que es una autoridad diversa de las aquí demandadas, y si bien es cierto, ante dicha autoridad federal, tiene obligaciones fiscales, también lo es, que son ajenas a las obligaciones que tiene ante la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; y, en caso de una modificación al domicilio que ante ella registró, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 fracción II de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, debió presentar el aviso de cambio de domicilio ante esa autoridad dentro de los quince días siguientes al mismo, sin que en este juicio haya exhibido constancia de haber cumplido con dicho numeral, pues los documentos que anexó a su ampliación de demanda fueron dirigidos a la autoridad fiscal federal, que como ya se dijo, es ajena a las aquí demandadas.
En consecuencia, es correcto que las notificaciones en materia fiscal como la que nos ocupa, se realicen al contribuyente en el domicilio que dio de alta ante la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, y que de conformidad con la copia certificada de la captura de pantalla del Registro de Padrones de Erogaciones al Trabajo Personal Subordinado, exhibida por las demandadas, se advierte es el ubicado en Carretera Zacatecas número 500, interior F, colonia Saucito, San Luis Potosí, mismo domicilio en el que se realizó la diligencia de notificación de la resolución impugnada.  Documento visible en fojas 149 y 150 del sumario, con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado.
Sentado lo anterior, se procede a analizar si la notificación de la resolución impugnada, efectuada el 30 de marzo de 2017, cumple con lo establecido en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado, pues de ello depende la actualización de las causales de improcedencia y sobreseimiento que opusieron las demandadas.  

En primer término se debe señalar, que en el presente caso se trata de una notificación de la determinación de un crédito fiscal, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I, es una notificación personal.
Ahora bien, en lo referente a las reglas de notificación personal en materia fiscal,  se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual para una mayor comprensión se transcribe a continuación:
“ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

VII. Una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.”

De las reglas de notificaciones personales transcritas, se desprende que se establece la obligación del notificador de acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación, que en caso contrario dejará citatorio para que lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, que el día y hora señalada en el citatorio, se deberá acudir nuevamente al domicilio, y solicitar la presencia del contribuyente o de su representante legal, y que en caso de no encontrarse, la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio; estableciendo en ambos casos la obligación del notificador de levantar el acta circunstanciada correspondiente, donde se asienten los hechos respectivos de la diligencia de notificación personal, como son las circunstancias de tiempo, modo y lugar, precisando los datos concretos inherentes, que permitan apreciar objetivamente que la diligencia de notificación cumplió con los requisitos de legalidad.

En ese sentido, se procede al análisis del acta de notificación y citatorio previo, exhibidas por las autoridades demandas, conforme a lo siguiente:

De la copia certificada del acta de notificación de fecha 30 de marzo de 2017, relativa a la resolución determinante del crédito fiscal número ********** emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas en fecha 28 de febrero de 2017, se advierte que el aquí actor sí fue notificado y tuvo conocimiento tanto de la resolución de fecha 28 de febrero de 2017, como del Acta de Notificación del 30 de marzo de 2017, documentos visibles en las fojas 30 a 39 del sumario, con valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 fracción I de la Ley de la materia. 

Lo anterior es así, pues del acta de notificación en estudio, se desprende que en la parte medular, literalmente se asentó lo siguiente: 

“...me constituyo en el domicilio del contribuyente..., y una vez que me cercioré que este es el domicilio, sito en... de ... contribuyente, persona buscada o quien legalmente lo representa, domicilio que coincide con el indicado en el presente documento además por así señalarse en... como por el dicho de la persona que me atiende en el domicilio... procedo a requerir la presencia del contribuyente o de su representante legal o persona a la que va(n) dirigido(s) el(los) documento(s), a la persona que me atiende en el domicilio y que ha quedado descrita, persona que informa expresamente que el contribuyente y/o su representante legal no se encuentra en este momento en el domicilio y haciendo constar que a esta diligencia si procedió citatorio,... “Diligencia entendida con persona distinta al contribuyente o representante legal, Con citatorio previo. Atendiendo a mi llamado quien dijo llamarse..., quien manifiesta ser mayor de edad y tener capacidad legal para atender el acto, quien manifestó tener una relación laboral con el destinatario, lo cual acreditó con su dicho..., quien manifestó tener la calidad de empleado, y quien sí se identifica con credencial para votar número... de fecha...expedida por el Instituto Nacional Electoral, vigente de dos mil quince a dos mil veinticuatro,... y una vez que se tuvo a la vista se devuelve al portador y cerciorándome de que se encuentra en el interior del inmueble, toda vez que me atiende en el mostrador... cuestión por la que me doy cuenta de que no se encuentra dicho compareciente en el domicilio por circunstancias accidentales y que conoce al contribuyente... me informa expresamente en respuesta a mi requerimiento que el contribuyente y/o su representante legal no se encuentra en este momento en el domicilio no obstante que se dejó citatorio previo a la presente diligencia, en virtud de qué salió por motivos laborales, y por esa razón en este acto procedo a entender la presente diligencia de notificación... con la persona que encontré en el domicilio y que ha quedado descrita....”

De lo anterior se advierte, que el notificador previo citatorio dejado para ese día, en primer término se cercioró de estar en el domicilio del contribuyente, que requirió la presencia del mismo o su representante legal, siendo atendido por un tercero, quien manifestó tener una relación laboral con el contribuyente y le informó que éste no se encontraba en el domicilio en ese momento, por lo que atendió la diligencia con esta persona, advirtiéndose también que el diligenciario precisó que la persona con quien entendió la diligencia se encontraba en el interior del inmueble, pues lo atendió en el mostrador y le refirió que el contribuyente no estaba en ese momento en el domicilio, que había salido por motivos laborales, y que por esa razón procedió a atender la diligencia de notificación con dicha persona; quedando constancia circunstanciada de la forma por la que el notificador se cercioró, tanto de la ausencia referida, como de que la persona que lo atendió no se encontraba en el domicilio por circunstancias accidentales, pues precisó que la persona con quien entendió la diligencia se encontraba en el interior del inmueble, que lo atendió en el mostrador y dijo ser empleado y tener una relación laboral con el contribuyente.
Ahora bien, en la copia certificada del Citatorio previo, de fecha veintinueve de marzo de 2017, que obra en fojas 40 y 41 de autos, se advierte que el notificador asentó en el citatorio que se constituyó en el domicilio del contribuyente; que se cercioró de estar en el mismo y fue atendido por un tercero, quien se encontraba en el interior del inmueble y lo atendió en el mostrador; que esta persona manifestó ser hijo del contribuyente y se identificó con su credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral; que requirió la presencia del contribuyente o su representante legal, y la persona que lo atendió, le informó que el contribuyente no se encontraba en el domicilio; que por ese motivo dejó el citatorio con la persona que encontró en el mismo, para el día siguiente, treinta de marzo de dos mil diecisiete a las diez horas con cuarenta minutos. 

En tal virtud, debe sostenerse que la autoridad demandada cumplió con el procedimiento que establecen los artículos 72 y 73 del del Código Fiscal del Estado, pues realizó la notificación de la resolución impugnada y el acta circunstanciada conforme el procedimiento que establece la normatividad en cita, de ahí que al encontrarse demostrado el cumplimiento de ese procedimiento y la existencia de la notificación de la resolución impugnada, provoca que se tenga como fecha en que el actor tuvo conocimiento de la resolución que constituye el acto impugnado y las multas impuestas en ésta, el día 30 de marzo de 2017.
Por lo anterior se concluye, que la notificación de la resolución impugnada realizada el día 30 de marzo de 2017, fue efectuada cumpliendo con los requisitos contenidos en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado; en consecuencia al haberse presentado la demanda de nulidad hasta el 30 de junio de 2017, se encuentra fuera del término de 30 días hábiles que establece el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece:

“ARTICULO 50. El término para presentar la demanda ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo será de treinta días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata; al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.”
Lo anterior es así, pues la notificación se efectuó el día 30 de marzo de 2017 y surtió efectos el día 31 del mismo mes y año, por tanto, el término de treinta días hábiles, inició el 3 de abril y concluyó el 22 de mayo de 2017, ello descontando los sábados y domingos, días inhábiles y días de suspensión de labores de este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley de la materia, siendo que los días 8, 9, 15, 16, 22, 23, 29 y 30 de abril, 6, 7, 13, 14, 20 y 21 de mayo correspondieron a sábado y domingo; el 1º de mayo de 2017 fue inhábil, y los días 12, 13, 14 de abril, 5 y 10 de mayo de 2017 hubo suspensión de labores en este Tribunal; por tanto, si la demanda se presentó ante este Tribunal el día 30 de junio de 2017, el juicio de nulidad se promovió fura del término establecido en la Ley de la materia.
En esa tesitura, se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 46 fracción IV de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia de Juicio Contencioso Administrativo, contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro del término que para tal efecto establece la propia ley; por consiguiente, se actualizó la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 47 fracción II del mismo ordenamiento legal.

En consecuencia, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, en razón de que la parte actora presentó la demanda de nulidad fuera del término establecido en el artículo 50 de la Ley de la materia; de acuerdo con los razonamientos expuestos en este considerando.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con apoyo además en los artículos 3º, 18 fracción I, 19 fracciones I y II, 46 fracción IV y 47 fracción II, y 94 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Cuarto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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